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1.        Norma acusada
LEY 5ª DE 1992
(junio 17)
Por la cual se expide el Reglamento del Congreso, el Senado y la Cámara de Representantes
ARTÍCULO 40. COMPOSICIÓN, PERÍODO Y NO REELECCIÓN. La Mesa Directiva de cada Cámara se compondrá de un Presidente y dos Vicepresidentes, elegidos separadamente para un período de un año y a partir del 20 de julio. 
Las Minorías tendrán participación en las Primeras Vicepresidencias de las Mesas Directivas de Senado y Cámara, a través del partido o movimiento mayoritario entre las minorías. 
Ningún Congresista podrá ser reelegido en la respectiva Mesa Directiva dentro del mismo cuatrienio constitucional. 
Las Mesas Directivas de las Cámaras, y de sus Comisiones, serán renovadas cada año, para la legislatura que se inicia el 20 de julio, y ninguno de sus miembros podrá ser reelegido dentro del mismo cuatrienio constitucional. 
PARÁGRAFO. En tratándose de Comisiones Constitucionales Permanentes y Comisiones Legales habrá un Presidente y un Vicepresidente, elegido por mayoría cada uno separadamente y sin que pertenezcan al mismo partido o movimiento político. 
2. Decisión
Declarar EXEQUIBLE el parágrafo del artículo 40 de la Ley 5ª de 1992 que establece que “En tratándose de Comisiones Constitucionales Permanentes y Comisiones Legales habrá un Presidente y un Vicepresidente, elegido por mayoría cada uno separadamente y sin que pertenezcan al mismo partido o movimiento político”. 
3. Fundamentos de la decisión
Le correspondió a la Corte resolver (i) si el parágrafo del artículo 40 de la Ley 5ª de 1992, desconoce las garantías establecidas en el artículo 112 de la Constitución a los partidos minoritarios que no hacen parte de la coalición del Gobierno y (ii) si el aparte demandado viola la reserva de ley estatutaria establecida en el inciso tercero del artículo 112 superior, por tratarse de una materia comprendida en las que según el artículo 152 de la Carta Política, debe sujetarse a esa categoría especial de ley. 
En primer lugar, la Corte estableció que las excepciones de inconstitucionalidad proferidas en casos concretos por otras autoridades u órganos, con fundamento en el artículo 4º de la Carta Política, no vinculan a esta Corporación en los pronunciamientos posteriores que le corresponda adoptar, en desarrollo del control de constitucionalidad que le confiere el artículo 241 superior. En efecto, el control por vía de excepción no trae la consecuencia de anular de manera definitiva la norma legal o reglamentaria que se inaplica por considerarse contraria a la Constitución, como quiera que los efectos de este tipo de control son inter partes, esto es, se predican sólo del caso concreto y la norma legal puede ser demandada ante la Corte Constitucional, que ejercerá el control en forma definitiva, de manera abstracta, general y con efectos erga omnes, si la disposición exceptuada es constitucional o no. Lo anterior, por cuanto la demandante había anexado como fundamento de los cargos, la excepción de inconstitucionalidad que profirió la Sección Quinta del Consejo de Estado el 28 de agosto de 2009, en donde se dejó de aplicar –como también en dos fallos anteriores de esa Corporación- el parágrafo del artículo 40 de la Ley 5ª de 1992.
A juicio de la Corte Constitucional, la interpretación histórica realizada por la Sección Quinta del Consejo de Estado en la excepción de inconstitucionalidad de 28 de agosto de 2009 no es acertada, toda vez que analizados los debates realizados en la Asamblea Nacional Constituyente en torno del precepto que se convirtió en el artículo 112 de la Carta Política, se encuentra que siempre se dio un tratamiento separado a los derechos de los partidos y movimientos políticos que no participaran en el Gobierno –no se les llamó en la redacción original partidos de oposición- y a la participación de los partidos minoritarios en las mesas directivas consagrado en el inciso segundo del artículo 112 de la Constitución. 
En segundo lugar, teniendo en cuenta las diferentes acepciones que se puede dar al término “minoritario” en Colombia, la Corte concluyó que desde el punto de vista literal o lingüístico no se puede hacer la correspondencia entre “partido y movimiento político minoritario” con “partido y movimiento político de oposición”. Esto, debido a que los partidos y movimientos políticos minoritarios pueden tener distintas formas como los partidos políticos de oposición, los de coalición, los que se declaren neutrales al Gobierno y las minorías con curules permanentes en el Congreso por el establecimiento de circunscripciones especiales. 
En tercer lugar, desde una interpretación sistemática del inciso segundo del artículo 112 de la Carta Política, no se puede inferir que el derecho de participación en las mesas directivas del Congreso se dé únicamente para los partidos y movimientos políticos de oposición. Para la Corte, el término “minoría política” es mucho más amplio que el de “minoría oposición”, acorde con la consagración de un Estado democrático y pluralista (art. 1º C.P.), el derecho de todo ciudadano de participar en la conformación, ejercicio y control del poder político (art. 40 C.P.), la facultad de las cámaras de elegir a sus directivas (art. 135 C.P.) y con las normas constitucionales referentes a la representación proporcional en el Congreso (arts. 171, 176 y 263 C.P.). Del mismo modo, la equiparación del término “partido minoritario”, como “partido minoritario de oposición” generaría que no se pudiera cumplir con el artículo 147 de la Constitución sobre la renovación anual de los miembros de las mesas directivas, cuando el partido o los partidos que se declaren en oposición no tengan un número considerable de congresistas que impida que no sean reelectos. En todo caso, advirtió que era claro, que en las mesas directivas de las comisiones constitucionales y las comisiones legales del Congreso consideradas en su conjunto, tendrán derecho a participar, de acuerdo con su representación, los partidos y movimientos políticos minoritarios con personería jurídica, incluidos los de oposición. Este es el sentido del inciso segundo del artículo 112 de la Constitución, precepto que no se desconoce por el parágrafo del artículo 40 demandado.
Finalmente, la Corte determinó que la participación de las minorías en las mesas directivas de las comisiones constitucionales permanentes y comisiones legales del Congreso no tiene reserva de ley estatutaria habida cuenta que, contrario a lo que sostiene la demandante, no son las minorías de la oposición las únicas que pueden participar en las mesas directivas. A su vez, no se puede establecer que el inciso tercero del artículo 112 de la Constitución Política tenga vinculación directa con el inciso segundo del mismo precepto y que todos los aspectos contenidos en dicho artículo tengan que ser tramitados por Ley Estatutaria. Como se advierte en los debates de la Constituyente, se diferenció entre los derechos que se otorgaban a los partidos políticos de la oposición –estatuto de la oposición- establecidos en el inciso primero del artículo 112 y la posibilidad de que los partidos y movimientos minoritarios tuvieran derecho a participar en las mesas directivas de los cuerpos colegiados. De esta forma, la elección de las mesas directivas de las comisiones constitucionales permanentes y comisiones legales del Congreso de la República, no es un derecho de la oposición que necesite ser regulado mediante ley estatutaria, sino una materia propia del ejercicio de la actividad legislativa que debe ser regulado a través de la Ley Orgánica del Reglamento del Congreso, de conformidad con el artículo 151 de la Carta Política.
En ese orden, la Corte Constitucional concluyó que los cargos de inconstitucionalidad formulados contra el parágrafo del artículo 40 de la Ley 5ª de 1992, no estaban llamados a prosperar y en consecuencia, procedió a declararlo ajustado a la normatividad superior. 
4. Salvamentos y aclaraciones de voto
Los magistrados GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO y HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO salvaron el voto, por distintas razones. El magistrado MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO manifestó un salvamento de voto parcial. 
El magistrado MENDOZA MARTELO comenzó por señalar que la Ley 5ª de 1992 se encarga de establecer el reglamento del Congreso y de cada una de las Cámaras, al igual que las reglas a las que está sujeto el ejercicio de la actividad legislativa, circunstancia a partir de la cual, no cabe duda, que el parágrafo del artículo 40 de la Ley 5 de 1992 es una norma orgánica, en los términos del artículo 151 de la Constitución. Bien podría entonces regularse, a través del artículo 40 de dicha ley orgánica, lo concerniente a “la composición, período y no reelección de la mesa directiva de cada Cámara y de las comisiones constitucionales y legales que las componen”, pues con ello se da alcance a la específica previsión del artículo 151 constitucional. Observó que a juicio del demandante, por el contrario, el aludido parágrafo, más que referirse a la materia relacionada con el “reglamento del Congreso y de cada Cámara en particular y de la actividad legislativa”, incorpora disposiciones atañederas al “estatuto de la oposición”, de que trata el Título IV, capítulo 3, artículo 112 de la Constitución, en términos antagónicos a lo que establecen los incisos segundo y tercero de dicho artículo, a cuyo tenor: “… los partidos y movimientos minoritarios con personería jurídica tendrán derecho a participar en las mesas directivas de los cuerpos colegiados, según su representación en ellos”.
Para el magistrado MENDOZA MARTELO, el cargo de de inconstitucionalidad formulado por el demandante carecía de certeza en la medida que: 1) le atribuyó a la norma acusada un significado que no tiene, pues el parágrafo en cuestión, en modo alguno, pretende ser la ley estatutaria que regule íntegramente lo concerniente a los derechos de la oposición. Esa ley, hasta donde actualmente se conoce, según los desarrollos que ha tenido la Constitución, es la Ley 130 de 1994, artículos 32 a 36, la cual en todo caso es incompleta, pues existen aún temas que no ha abordado; 2) el demandante yerra cuando pretende insertar las precisiones del artículo 112 superior, especialmente las del inciso segundo, dentro del contenido normativo del parágrafo acusado para deducir una antinomia consistente, de una parte, en que el tema de que allí se trata no debió regularse por ley orgánica, sino por ley estatutaria y, de otra, que el aludido parágrafo es desarrollo del artículo 112 constitucional alusivo, como antes se indicó, al denominado “estatuto de la oposición”. A su juicio, considera inexistente la relación directa entre el parágrafo acusado, referente a la materia indicada y el artículo 112, alusivo al “estatuto de la oposición”, aunque reconoció que ambos temas pueden presentar puntos de contacto, lo cual seguramente justificó el señalamiento constitucional sobre que dos leyes de distinta naturaleza los regularan, y, en particular, el que una ley de naturaleza estatutaria precisara los alcances del régimen de la oposición y en particular los derechos predicables de esta y la forma particular de ejercerlos, lo cual adolece de insuficiente definición en la Constitución; 3) lo anterior evidencia que se está frente a un vacío que debe ser superado con la promulgación de la ley estatutaria que reglamente en su integridad la materia, lo que hasta ahora no ha sucedido, salvo lo establecido en la Ley 130 de 1994, artículos 32 a 36, pero de manera incompleta, lo cual evidencia que se está frente a un vacío que debe ser superado. Tal falta de certeza en la formulación del cargo ameritaba en su concepto, proferir una decisión inhibitoria como ha sido la actuación de la Corte en situaciones análogas.
De otro lado, para el magistrado MENDOZA MARTELO, el fallo inhibitorio también tenía como razón de ser el hecho de que el cargo presentaba vicios de insuficiencia, ya que: 4) no se podía cuestionar aisladamente el parágrafo del artículo 40 de la ley 5 de 1992, dejando de lado la integridad de la norma que lo contiene, pues si hipotéticamente se aceptara como válido el entendimiento que el demandante le atribuye al artículo 112 constitucional y su impacto inescindible sobre el parágrafo cuestionado, habría que concluir que el quebrantamiento aducido no solo comprendería a las comisiones constitucionales permanentes y legales de Senado y Cámara sino, también, en un nivel de mayor trascendencia, a las mesas directivas de uno y otra corporación, respecto de las cuales los restantes apartes del artículo 40 también exigen que se integren con minorías, (las primeras vicepresidencias) sin definir o precisar que estas “deban ser de oposición”. Bajo esa perspectiva el alcance del cargo se predicaría de toda la norma y no de un aparte de ella, lo cual imponía cuestionarla en su integridad. Por estas razones, consideró que lo más adecuado era no decidir de fondo.
Por su parte, el magistrado HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO destacó entre los motivos que lo llevaron a salvar el voto, los siguientes: 1) La decisión sobre el parágrafo del artículo 40 de la ley 5 de 1992, debió ser de inhibición porque no se demandó la totalidad del artículo 40 y esto hace incompleta la proposición jurídica resultante, en tanto la decisión solo se refiere a la integración de las mesas directivas de las comisiones y no a las mesas directivas de Cámara y Senado. Una decisión que únicamente se refiere a unas mesas directivas y no a otras, cuando el artículo constitucional se refiere a ambas, conduce a una decisión insuficiente y parcial. La Corte debió o inhibirse o hacer una integración normativa de todo el artículo 40, los derechos de la oposición necesitan ser comprendidos de manera integral; 2) en el supuesto de que se pudiera hacer un estudio de fondo, como se hizo por la Corte lo que procedía era realizar una sentencia interpretativa. El segundo inciso del artículo 112 de la Constitución se refiere a minorías de oposición y no se refiere a todos los partidos minoritarios, por esta razón el parágrafo del artículo 40 del la ley 5ª de 1992 –Reglamento del Congreso- debió ser condicionado en su exequibilidad, de manera que en todas las mesas directivas de comisiones debería estar representado un partido de oposición. 
3) En su concepto, son tres los argumentos por los que resulta inadmisible la interpretación del artículo 112 de la Constitución sostenida por la Sala Plena: (i) En primer lugar, el inciso que hace referencia a “partidos y movimientos minoritarios” está ubicado dentro del artículo que consagra la protección a los partidos y movimientos políticos que se declaren en oposición; en este sentido, el método sistemático de interpretación conduce a concluir que el segundo inciso del artículo 112, cuando se refiere a partidos y movimientos minoritarios se refiere a los que se han declarado en oposición. El inciso segundo debe entenderse en conexión y armonía con el inciso primero y con el inciso tercero del mismo artículo, que tratan el tema de garantías y derechos que se reconoce a los partidos y movimientos de oposición. Según la sentencia el art. 112 tiene tres incisos, el primero se refiere a los partidos de oposición, el segundo no (según lo decidido por la Corte se refiere a todos los partidos minoritarios, incluso a los que hacen mayoría con el gobierno), y el inciso final que ordena que “todos” los temas sean regulados por ley estatutaria se refiere “solo” al inciso primero. Dicho de otra manera se trata de un mismo artículo constitucional en el que de acuerdo a la decisión de la Corte, se excluye del estatuto de la oposición el inciso segundo. Se trata de una interpretación contraevidente, pues, el estatuto de la oposición, debe regular los derechos de los partidos que no están en el gobierno, y aquí se dice que los derechos del estatuto de oposición también se predican de los partidos minoritarios de gobierno; (ii) en segundo lugar, dicho inciso hace parte de un capítulo de la Constitución que, precisamente, trata el tema del estatuto de la oposición. Al respecto debe anotarse que, si bien la jurisprudencia ha concluido que los nombres de los capítulos de la Constitución no son vinculantes, esto no significa que el intérprete constitucional pueda ignorarlos por completo en sus ejercicios interpretativos. O más aun, hacer una interpretación contraria al título y temática principal de los artículos. Adicionalmente, en este caso la interpretación ignora el nombre del capítulo para obtener un resultado restrictivo para las garantías consagradas a favor de las minorías, lo cual resulta un ejercicio extraño en la jurisprudencia garantista de nuestra Corte Constitucional; (iii) comúnmente “minoría congresual o parlamentaria” se define como “aquella fuerza que desarrolla su actividad en el ámbito parlamentario en una posición de inferioridad numérica”. El término inferioridad numérica en un contexto democrático no puede entenderse de forma distinta a aquellos grupos que no están en el bloque político que tiene mayor número de miembros. En este contexto, el sentido útil de la disposición sería aquel que permita extraer garantías para los grupos que las necesitan por estar en riesgo de ser excluidos, silenciados o ignorados en las tareas que desarrollan las comisiones y plenarias en el Congreso. Así, la interpretación acorde con el principio democrático (art.1 CP) es aquella que opte por el significado que concrete en mejor forma las garantías derivadas del contenido democrático y pluralista de la Constitución. El Estatuto de la oposición no puede tener como objeto proteger los partidos de gobierno. El contenido del art 112 de la Constitución y del artículo 40 según la lógica de decisión de la cual se separa, llevada al absurdo, significa que la oposición podría ser excluida de todas las mesas directivas de comisiones y de plenarias de Cámara y Senado; (iv) Por las razones antes expuestas el Magistrado SIERRA PORTO sostuvo que el método sistemático –razones i) y ii)- y el método teleológico de interpretación –tercera razón- conducen a una lectura del segundo inciso del artículo 112 de la Constitución que resulta incompatible con el parágrafo del artículo 40 del Reglamento del Congreso, lo que obligaba a que se declarara su exequibilidad condicionada, en el entendido de que su lectura implicará que los movimientos y partidos minoritarios que se declararen en oposición debarían hacer parte de las mesas directivas de las comisiones constitucionales y legales del Congreso de la República.
4) Por último, el magistrado SIERRA PORTO observó que la sentencia determina que la materia contenida en el inciso 2 del art.112 constitucional y en el art. 40 del reglamento del congreso, “la elección e integración de las mesas directivas”, no es materia reservada a la ley estatutaria, sino que le corresponde a la ley orgánica. En este punto, su discrepancia estribó en que se desconoce el contenido expreso del articulo 112 inciso final que establece: “una ley estatutaria reglamentará íntegramente la materia”, lo mismo que el articulo 152 lit c), norma que establece expresamente que las leyes estatutarias regularan “el estatuto de la oposición”. En este caso se debía considerar la posibilidad de que se trate de una materia reservada en tanto no es competencia del legislador ordinario, pero que puede ser compartida con la ley orgánica (art. 151 de la Constitución). 
El magistrado MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO manifestó su salvamento de voto parcial, por cuanto, si bien comparte la interpretación que se hace en la sentencia acerca del alcance y ámbito de aplicación del inciso segundo del artículo 112 de la Carta Política, a su juicio, la interpretación en que se fundamenta la conformidad del parágrafo del artículo 40 de la Ley 5ª de 1992 con la Constitución, ha debido hacerse de manera expresa en la parte resolutiva, mediante una decisión de exequibilidad condicionada, como quiera que el parágrafo acusado daba lugar a dos interpretaciones, una de las cuales resultaría contraria a la normatividad constitucional. 
En su concepto, al hacer una interpretación sistemática del artículo 112 superior, acorde con los principios democrático y pluralista, se encuentra una unidad de designio constitucional que se inscribe en el ámbito de la oposición, entendida como aquellos partidos y movimientos que no participan en el gobierno, los cuales tienen una serie de derechos consagrados en el citado precepto constitucional. Por tanto, consideró que este estatuto impregna el inciso segundo del artículo 112 de la Carta, de modo que una de las manifestaciones de esas garantías constitucionales está en la participación de la oposición en las mesas directivas de las corporaciones de elección popular, pero al mismo tiempo de los partidos y movimientos políticos minoritarios. En todo caso, esta representación debe aplicarse en términos globales teniendo en cuenta la célula legislativa en su conjunto, de modo que no es que en cada comisión -constitucional o legal- del Congreso de la República tenga que estar un miembro del partido de oposición, sino que esta presencia deberá ser según su representación en el órgano legislativo.
Para el magistrado GONZÁLEZ CUERVO la Corte ha debido hacer una interpretación del parágrafo demandado de conformidad con la Constitución, para excluir un sentido contrario al inciso segundo del artículo 112 superior, en la medida que aunque no niega el derecho de participación de la oposición en las mesas directivas del Congreso de la República, tampoco lo impone de manera expresa. En su concepto, no bastaba incluir este entendimiento en la parte motiva de la sentencia, sino que debía haberse hecho expreso en la parte resolutiva.
Los magistrados MARÍA VICTORIA CALLE CORREA, JORGE IVÁN PALACIO PALACIO y LUIS ERNESTO VARGAS SILVA, se reservaron la presentación de una eventual aclaración de voto relacionada con algunos de los fundamentos de la decisión de exequibilidad del parágrafo del artículo 40 de la Ley 5 de 1992.
